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1. ASUNTO.
Se profiere la sentencia de primer grado. 
2.  POSICIÓN DE LA PARTE DEMANDANTE.
2.1. Solicitó declarar la nulidad de la directiva No. 01 del 22 de enero de 2014, proferida por la Secretaría de Educación del Huila, por medio de la cual se dictaron disposiciones referentes a la prestación y el manejo del servicio de educación de adultos en establecimientos educativos no oficiales de los municipios no certificados del departamento del Huila.  

2.2. El sustento fáctico señaló que el 22 de enero de 2014 se emitió por la demandada, la Directiva No. 01 para dar orientaciones y fijar criterios de procedimiento para el mejoramiento de la prestación y administración del servicio educativo para adultos en establecimientos educativos no oficiales en municipios no certificados, cuyos numerales 5° y 6° desconocieron lo establecido por el Gobierno Nacional en el Decreto 3011 de 1997 (artículos 23 y 24) y usurpando la competencia que sobre dicha materia tiene el Ministerio de Educación Nacional (MEN) pues desconoció la autonomía escolar que les otorgó dicho decreto.

Precisó que cada institución puede organizar de acuerdo con su proyecto educativo institucional (PEI),  la jornada escolar diurna, nocturna, sabatina o dominical, la modalidad semipresencial o abierta y a distancia, debiéndose garantizar una presencia no inferior al 50% de las horas anuales para prácticas, asesorías, tutorías, trabajos grupales y elaboración de módulos o guías en los ciclos lectivos especiales integrados “CLEIS” de la educación básica, teniendo en cuenta factores regionales como la ubicación geográfica, transporte y modelos culturales, entre otros, pero la directiva definió la jornada escolar de educación básica, con un mínimo de 2 días por semana de permanencia en el aula de clase para tutorías.

Igualmente, en el citado decreto la duración de la jornada escolar de los “CLEIS” 5 y 6 de educación media es de un semestre con 22 semanas lectivas cada una con duración de 20 horas efectivas de trabajo académico semanales para la modalidad presencial y 10 horas efectivas de clase o permanencia para la modalidad semipresencial, abierta o a distancia y la directiva la modificó pasándola a 1 año (anualizado) para cada uno de los ciclos 5 y 6, con duración de 240 horas efectivas mínimas de tutorías, distribuidas en 40 semanas por cada ciclo.

Precisó que la directiva fijó directrices sobre el alcance del Decreto 3011 de 1997 que genera un impacto negativo directo en los intereses y derechos fundamentales de los estudiantes adultos provenientes de zonas rurales apartadas, comunidad indígena y en general sobre la población adulta que bajo los parámetros del referido Decreto, se matricularon en instituciones que ofrecen este servicio, especialmente con ciertas condiciones de horario y duración de la jornada laboral educativa.

Agregó que en la expedición de la directiva no se respetó el derecho a la participación de los estudiantes, educadores y directivos de las instituciones que ofrecen el servicio educativo para adultos, lo que era necesario para analizar las repercusiones que su expedición le generaba a los estudiantes, vulnerando sus derechos, ratificando la falta de competencia para su emisión que considera se surtió de manera irregular.

2.3. En las disposiciones vulneradas mencionó el preámbulo y los artículos 1, 2, 6 y 67 de la Constitución Política; 50 a 54 de la Ley 115 de 1994; 18, 19, 21, 23 y 24 del Decreto 3011 de 1997.


2.4. En el concepto de la violación invocó las causales de nulidad de infracción de normas superiores, incompetencia y expedición irregular. 

2.4.1. La primera causal es porque la directiva atacada reguló asuntos que ya lo estaban a través de una norma de carácter nacional y no podía adentrarse en su regulación interna con lo cual desatendió el aspecto humanista de la actual Carta Política que consagró un Estado Social de derecho garante de los derechos a la vida, convivencia, trabajo, solidaridad y respeto a la dignidad humana, debiendo las autoridades velar por su protección con observancia plena del ordenamiento jurídico en todas sus actuaciones y decisiones.

Señaló que la dignidad humana de quienes son beneficiarios del sistema educativo para adultos es vulnerada, porque no permite a los campesinos, trabajadores, amas de casa, indígenas, desplazados y reinsertados, entre otros grupos poblacionales, que se separan de sus trabajos y sus familias para participar en el proceso educativo de acuerdo a sus necesidades como se encuentra definido en el Decreto 3011 de 1997 ya que la directiva desconoce las características propias de este tipo de educación como lo son la pertinencia, flexibilidad y la participación.

Agregó que la Ley 115 de 1994 y su Decreto reglamentario 3011 de 1997 pretendían que la población adulta que no había podido culminar sus estudios de primaria y bachillerato lo hiciera, sin embargo el acto acusado genera deserción escolar al exigirle al alumno 2 días de permanencia en la institución, lo que dificulta el desplazamiento de aquel que tiene que abandonar su parcela, hogar y empresa, aumenta el costo de la educación, incrementa los gastos de transporte, alimentación y alojamiento porque muchos deben pernoctar en el centro poblado para asistir al otro día a la institución educativa.

Concluyó que si el acto administrativo sigue produciendo efectos, el resultado generaría altas tasas de deserción escolar, pues considera que se están cambiando las reglas a los alumnos adultos que en el mes de diciembre de 2014 fueron matriculados en las instituciones educativas contemplando que su ciclo lectivo especial integrado 5 y 6 tendría una duración de 22 semanas cada uno (un semestre) y no un año como lo determina la directiva No. 01 de 2014, sumado a que los alumnos de la educación básica asistirían de manera presencial dos (2) días a la semana y no conforme al Proyecto Educativo Institucional - PEI de cada institución educativa.   

2.4.2. Acerca de la incompetencia, precisó que al estar reglamentada la educación formal para adultos en el Decreto 3011 de 1997 la secretaría de educación del Huila no podía reglamentarla de nuevo mediante la guía impugnada. 

2.4.3. La expedición irregular la sustentó  en que se emitió la directiva sin consultar ningún estamento de la comunidad educativa, en contravía de procesos y procedimientos que se han consolidado en los Proyectos Educativos Institucionales y del mismo derecho a la educación de la población adulta.

2.5. Al contestar la excepción de inexistencia de causales de nulidad que propuso la demandada, se opuso a su prosperidad porque el Decreto 3011 de 1997 se encuentra vigente de acuerdo con concepto emitido por el MEN, siendo la norma que regula el ofrecimiento de educación a jóvenes y adultos y la secretaría de educación del Huila no podía reglamentar lo allí establecido bajo el supuesto de buscar el mejoramiento en la prestación del servicio, anualizando la jornada para los CLEI extendiendo a 240 horas efectivas mínimas de tutorías distribuidas en 40 horas semanales para cada ciclo.
2.6. Al alegar de conclusión (f. 352 a 358) explicó los avances tecnológicos y su incidencia en los sistemas educativos, los antecedentes de la educación de adultos en Colombia para acentuar que la educación cada día requiere menos la asistencia del estudiante al aula de clase y recabó los argumentos de la demanda en especial sobre las causales de anulación invocadas.

3. POSICIÓN DE LA PARTE DEMANDADA.

3.1. En la oportunidad procesal correspondiente contestó la demanda (f. 65 a 73), sin oponerse de manera expresa a las pretensiones pero tal oposición se deduce del contexto de la respuesta a los hechos y la excepción propuesta.

3.2. En relación con los hechos aceptó haber expedido la directiva No. 01 de 2014 pero rechazó que hubiere excedido sus competencias, pues las mismas le fueron otorgadas a las entidades territoriales en la Constitución Política, Ley 715 de 2001 y Ley 115 de 1994 y además el artículo 7º del Decreto 3011 de 1997 la autoriza para determinar dentro del plan decenal de educación y planes territoriales, los programas de alfabetización de acuerdo con el diagnóstico de necesidades.

Agregó que el artículo 18 de dicho decreto, reguló la educación básica formal con precisión de los ciclos y horas mínimas de duración anuales de trabajo y actividades pedagógicas relacionadas con el desarrollo de las áreas obligatorias y fundamentales, de acuerdo con el respectivo PEI, dando autonomía a las instituciones  educativas para programar las actividades pedagógicas con la intensidad horaria semanal y diaria de acuerdo con el plan de estudios, en jornada diurna, nocturna, sabatina o dominical, sin que ello implique que se pueda adelantar una jornada de 10 horas en día sábado porque es física y pedagógicamente imposible.

Señaló que los demás hechos no son ciertos, sino apreciaciones subjetivas, ya que con la expedición del acto administrativo demandado, se buscó optimizar la educación de acuerdo con el nivel académico y el cumplimiento de la norma y los fines para los cuales se instituyó la educación como un servicio a cargo del Estado, defendiendo los derechos de los educandos, en atención a que el nivel académico por más de siete años fue deficiente y la aplicación de la directiva no afecta el servicio.

3.3. Propuso la excepción  de inexistencia de las causales de nulidad, argumentando que el acto administrativo se expidió en el marco de las competencias de los entes territoriales para organizar, dirigir, asistir y vigilar el servicio educativo estatal en concordancia con la normatividad vigente y el plan de mejoramiento de la calidad para el departamento del Huila (artículo 153 de la ley 115/94, artículo 6 numerales 6.2.1., 6.2.3., 6.2.7 a 6.2.9 y 6.2.12 y artículo 1º del Decreto 3011 de 1996 junto con la ordenanza 061 de 2011)

Adujo que tiene competencia para organizar la prestación y administración del servicio educativo en su jurisdicción, al tenor del artículo 43 del Decreto 3011 de 1997; planificar y prestar el servicio educativo conforme al artículo 6-6.2.1 de la Ley 715 de 2001; administrar, dirigir y evaluar el servicio educativo, las instituciones educativas y el personal docente y administrativo según el artículo 153 de la Ley 115 de 1994 y el artículo 6-6.2.3 de la Ley 715 de 2001, lo mismo que ejercer vigilancia e inspección y supervisión en su territorio y que le permitieron definir principios, criterios y procedimientos para el mejoramiento en la prestación del servicio de educación de adultos en condiciones de equidad, eficiencia y calidad.

Expuso que la referida norma permitió que los administradores seccionales pudieran ajustar las reglas a las situaciones particulares de cada jurisdicción y para el caso del departamento del Huila, transcurrieron ocho años con la misma oferta semestral en la educación media, por lo que se modificaron algunos aspectos en procura del objetivo esencial de la calidad del servicio tanto del sector público como privado.

Afirmó que en los CLEI la educación básica, intensidad horaria semanal y diaria debe ser distribuida por el establecimiento educativo hasta completar 400 horas efectivas mínimas de tutoría, distribuidas en 40 semanas como mínimo cada ciclo y con la directiva se recordó que la presencia del estudiante es para tutorías y no para clases tradicionales como estaba ocurriendo, ya que los estudiantes llegan a recibir clases y no para que les hagan seguimiento y control al trabajo independiente que es el más importante para el desarrollo educativo, por eso el artículo 19 del Decreto 3011 señaló que se debe garantizar una presencia no menor al 50% de las horas anuales de trabajo para prácticas, asesorías, tutorías, trabajos grupales y elaboración de módulos y guías.

Lo anterior implica que los estudiantes deben realizar mínimo 400 horas de estudio por fuera del establecimiento educativo, debiendo la institución educativa exigir a los estudiantes la planificación y organización de ese tiempo pues son gestores de su propia formación y por eso debe hacerles seguimiento, evaluación y retroalimentación, por eso la estrategia adoptada por los establecimientos educativos es la formación semipresencial pues reduce a 440 horas cada grado o CLEI la y de ellas el 50% es responsabilidad del estudiante, por fuera del establecimiento, de ahí que era necesario emitir la guía atacada para anualizar cada grado y así la escolaridad no se reduzca a la mera clase presencial y además los estudiantes cuenten con el tiempo suficiente para planificar su estudio fuera del establecimiento.

En esa medida se hicieron modificaciones en busca de mejorar la calidad del servicio en el sector público y privado, haciendo la educación más planificada, amplia y equitativa para que el servicio que se ofrezca a los adultos cumpla las 220 horas efectivas mínimas de tutoría y 220 de organización, planificación, control, seguimiento y evaluación del trabajo individual, distribuidas en 40 semanas para cada ciclo, todo ello a partir de los resultados de las pruebas nacionales de dicha población de estudiantes publicados en marzo de 2013 con base en los resultados de 2012 y que están por debajo de los estudiantes de ciclos regulares diurnos.

3.4. Al alegar de conclusión (f. 308 a 310) reiteró los argumentos expuestos en la contestación de la demanda.  

4.  CONSIDERACIONES.

4.1. Competencia, legitimación y validez.

La Corporación es competente para dirimir esta instancia de conformidad con el numeral 1º del artículo 152 CPACA y por cuanto no se avizoran circunstancias que invaliden lo actuado y estar las partes legitimadas en causa pues se ataca por la actora un acto administrativo emitido por la demandada, de ahí el interés para que se decida sobre la legalidad de dicho acto.

4.2. Problema jurídico.
Corresponde al Tribunal resolver: ¿Debe anularse la Directiva No. 01 de 2014 expedida por la secretaria de educación departamental del Huila, por incurrir en las causales de nulidad de infracción de las normas superiores en que el acto debió fundarse, incompetencia y expedición irregular?

La tesis del Tribunal es que el acto demandado no ha incurrido en las causales de nulidad que se invocaron en la demanda y para sustentar lo anterior se sintetizarán los hechos relevantes probados y se analizarán las causales de nulidad esgrimidas.

4.3. Hechos relevantes probados.

En el plenario han quedado probados los siguientes hechos relevantes: 

4.3.1. Mediante Directiva No. 01 de enero 22 de 2014 rotulada “EDUCACIÓN DE ADULTOS ESTABLECIMIENTOS EDUCATIVOS NO OFICIALES, SED HUILA”, la Secretaria de Educación del Huila trazó orientaciones tendientes al mejoramiento de la prestación y administración del servicio de educación de adultos en los establecimientos educativos no oficiales de los municipios no certificados del Huila (f. 18 a 20).

4.3.2. El representante legal de la asociación de establecimientos educativos privados del Huila ASESPRI, presentó el 9 de febrero de 2015 a la secretaría de educación del Huila, solicitud de revocatoria directa de la citada Directiva, según lo señala el oficio con radicación 2015PQR4579 de marzo 5 de 2015 que se allegó al plenario (f. 91 y 92) y mediante el cual fue resuelta de manera desfavorable dicha petición pues la directiva se desprende de los artículos 23 y 43 del Decreto 3011 de 1997 que aluden, en su orden, a la duración mínima del ciclo y a las atribuciones de  inspección y vigilancia que asiste las secretarías de educación territoriales para el cabal cumplimiento de dicho decreto. 

4.3.3. Según la Resolución No. 1281 de marzo 24 de 2015 (f. 94 y 100) contra la anterior decisión se presentó recurso de reposición (no se aportó) que se desató en forma negativa pues se trata de un acto administrativo de contenido general que no admite recursos según el artículo 75 del CPACA y de otra parte, la secretaría de educación del Huila puede ajustar las reglas contenidas en el Decreto 3011 a sus situaciones particulares, de conformidad con sus artículos 23 y 43 y con el decreto 1338 de 1998 y en aras de mejorar la calidad del servicio. 

4.3.4. La Jefe de la Oficina Jurídica del Ministerio de Educación, atendiendo la queja presentada por el señor Fernando Monje Bonilla por la expedición de la Directiva No. 01 de 2014, señaló que la normatividad establecida en el Decreto 3011 de 1997 se encontraba vigente y se debía dar aplicación al mismo (f. 106 y 107). 

4.3.5. Mediante Decreto No. 1338 de 2008 el gobernador del departamento del Huila, definió la estructura de la Administración Departamental (f. 140 a 301) incorporando en el artículo 6º las secretarías de despacho
, en el artículo 7º la misión de ellas
, en el artículo 15 fijó sus funciones generales
,  el artículo  91 la misión de la secretaría de educación
, los artículo 92 y 93 los objetivos general y específicos de dicha secretaría
 y finalmente, el artículo 95 sus funciones generales.

4.4. La causal de anulación.

4.4.1 La incompetencia.

Atendiendo que el artículo 298 de la Constitución Política asignó a los departamentos autonomía para la administración de los asuntos seccionales junto con la planeación y promoción del desarrollo económico y social dentro de su territorio, lo mismo que ejercer funciones de intermediación entre la Nación y los municipios, al igual que prestar los servicios que determine la Constitución y la ley y que junto con el artículo 304 numerales 2 y 3 Id, se asigna al gobernador la atribución de dirigir y coordinar la acción administrativa del departamento, ser gestor y promotor del desarrollo integral de su territorio, lo mismo que dirigir y coordinar los servicios nacionales delegados, ello lo logra a través de sus distintos secretarios de despacho.

Para desarrollar tales atribuciones la Ley 60 de 1993 en su artículo 3º  le asignó a los departamentos a través de las dependencias de su organización central o descentralizada:  planificar los aspectos relacionados con sus competencias para el sector educación (numeral 1), dirigir y administrar la prestación de los servicios educativos estatales en los niveles preescolar, básica primaria, secundaria y media,   regulando en concurrencia con los municipios la prestación de los servicios educativos estatales (inciso 5-A), entre otras.

En ese mismo orden de ideas, el artículo 151 de la Ley 115 de 1994 le asignó a las secretarías de educación departamental y distrital, velar por la calidad y cobertura de la educación en su territorio (Lit. a), establecer políticas, planes y programas de educación de acuerdo con los criterios del MEN (Lit. b), organizar el servicio educativo de acuerdo con las prescripciones legales y reglamentarias, así como  supervisar el servicio educativo prestado por entidades oficiales y particulares (Lit. c).

Por su parte la Ley 715 de 2001en el artículo 6º en sus numerales 6.2.7 y 6.2.12 asignó competencias a las secretarias de educación departamentales y entre ellas está la de “Ejercer la inspección, vigilancia y supervisión de la educación en su jurisdicción, en ejercicio de la delegación que para tal fin realice el Presidente de la República”, lo mismo que: “Organizar la prestación y administración del servicio educativo en su jurisdicción”.

También el artículo 1º inciso 2º del Decreto 3011 de 1997 señaló que la educación para adultos, formal o informal, hace parte del servicio público educativo que se rige por la Ley 115 de 1994 y sus decretos reglamentarios e “igualmente por las disposiciones que para el efecto dicten las entidades territoriales según sus competencias”  y en concordancia con ello su artículo 7º dispuso que las entidades territoriales  “determinarán dentro del correspondientes plan decenal de educación y en sus respectivos planes  territoriales de desarrollo educativo, programas de alfabetización, de acuerdo con el diagnóstico de necesidades” (Subrayas propias).

Por su parte el artículo 30 inciso 4 Id consagró que las secretarías de educación departamentales: “definirán los lineamientos de infraestructura, de pedagogía, administración y dirección que deben satisfacer las seccionales o centros para registrar sus programas”.

Finalmente, el artículo 43 Ej., señaló que las secretarías de educación departamentales: “mediante circulares y directivas, proporcionarán criterios y orientaciones para el cabal cumplimiento de lo dispuesto en este decreto y ejercerán la inspección y vigilancia según su competencia, de acuerdo con lo establecido en el decreto 907 de1996 y demás normas concordantes” (Subrayas propias)

En el ámbito local la secretaría de educación del Huila mediante Decreto 098 de enero 23 de 2013 que fue aportado (f-. 129 a 139) emitió el reglamento de inspección, control y vigilancia del servicio público educativo en los municipios no certificados, consagrando en el artículo 2 que su objeto es garantizar el derecho a la educación, el mejoramiento de su calidad, la eficiencia en la gestión directiva, administrativa y académica la atribución de dar orientaciones y pautas de organización.

De la misma manera, el gobernador del Huila a través del Decreto No. 1338 de 2008 que se arrimó al plenario (f. 140 a 301) definió la estructura orgánica de la administración departamental, consignando en los artículos 91 y 92 que la misión y objetivo general de la secretaría de educación, es administrar la prestación del servicio educativo en los municipios no certificados con niveles óptimos de cobertura y calidad; mientras que el artículo 93 señaló dentro de los objetivos específicos,  mejorar los índices de calidad en la educación mediante estrategias de capacitación y formación docente, desarrollando currículos ajustados a la necesidad y prioridades del Departamento y garantizar con eficiencia, calidad y oportunidad la prestación del servicio en cada una de las Instituciones Educativas del Departamento.
De igual forma, el artículo 94 consagró dentro de sus funciones generales, ejercer la inspección, vigilancia y supervisión de la educación, promover la aplicación y ejecución de planes de mejoramiento de la calidad, Organizar la prestación y administración del servicio educativo en su jurisdicción.
Un estudio armónico de las anteriores normas, permite inferir que la Secretaría de Educación Departamental del Huila es competente para proferir actos administrativos en lo atiente a la organización, coordinación, planificación y prestación del servicio educativo oficial, máxime cuando procura una mejora en la calidad del servicio en la educación básica y media formal para adultos y en esa medida no se presenta la falta de competencia para haber emitido la directiva cuya nulidad se incoa, de ahí que el cargo no prospera.

4.4.2. La infracción de normas superiores en que el acto debió fundarse.
En estricto sentido la demanda invocó la  violación del preámbulo y de los artículos 1, 2, 6 y 67 de la Constitución Política, lo mismo que los artículos 18, 23 y 24 del Decreto 3011 de 1997 por parte de los numerales 5 y 6 de la Directiva 01 de 2014, como pasa a exponerse: 

4.4.2.1. Las normas constitucionales.

La Corporación no encuentra que la Directiva 01 de 2014 emitida por la secretaría de educación del Huila, haya desconocido el preámbulo y lo principios que en él  consagran la existencia del Estado Social de Derecho, en la medida que el ente territorial actuó en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales como más adelante se señalará, ya que tiene a su cargo el ejercicio de la organización, coordinación y planificación en la prestación del servicio educativo oficial, junto con la vigilancia y control del mismo en los municipios no certificados y que le permitieron fijar directrices y orientaciones de organización para la prestación de dicho servicio en la modalidad básica formal y media para adultos, sin que obre prueba de haberse afectado el acceso al servicio ni su calidad, como tampoco que haya generado la deserción estudiantil, según señala la demanda.

4.4.2.2. El artículo 18 del Decreto 3011 de 1997 es del siguiente tenor:

“Artículo 18. La educación básica formal para las personas a que se refiere el artículo 16 de este decreto, se desarrollará en cuatro (4) ciclos lectivos especiales integrados, cada uno de cuarenta (40) semanas de duración mínima, distribuidas en los períodos que disponga el proyecto educativo institucional.

Cada ciclo lectivo especial integrado tendrá una duración mínima de ochocientos (800) horas anuales de trabajo, en actividades pedagógicas relacionadas con el desarrollo de las áreas obligatorias y fundamentales y los proyectos pedagógicos, de acuerdo con lo establecido en respectivo proyecto educativo institucional.

Las instituciones educativas que ofrezcan este servicio, podrán programar las actividades pedagógicas con la intensidad horaria semanal y diaria que determine el correspondiente plan de estudios, ya sea en jornada diurna, nocturna, sabatina o dominical”.

De acuerdo con dicha disposición, la educación básica formal para adultos, debe desarrollarse en 4 ciclos definidos en el artículo 21 (primer ciclo con los grados 1º a 3º; segundo ciclo con los grados 4º y 5º; tercer ciclo con los grados 6º y 7º y, cuarto ciclo con los grados 8º y 9º) y cada ciclo debe tener una duración mínima 40 semanas y 800 horas al año, lo que significa que en cada semana deben tenerse al menos 20 horas de formación.

En consonancia con lo anterior, debe agregarse, que el artículo 19 Id previó que si la formación básica formal de adultos, se ofrece en modalidad semipresencial o abierta y a distancia, por lo menos la mitad de las horas anuales (400 que corresponden a 10 diarias durante 40 semanas), debe ser de trabajo presencial para “el desarrollo de prácticas, asesorías, tutorías, trabajos grupales y elaboración de módulos y guías”.

Para el desarrollo del artículo 18, la directiva demandada señaló:

“5. En los CLEI’s de la educación básica, la intensidad horaria semanal y diaria debe ser distribuida por el establecimiento educativo hasta completar 400 horas efectivas mínimas de tutoría, distribuidas en 40 semanas en cada ciclo, con intensidad horaria semanal de diez (10) horas, en mínimo dos (2) días. Tal como se indica que las tutorías son espacios y tiempos institucional dispuestos para que los estudiantes compartan con el profesor o profesores el trabajo realizado por cuenta propia y evitando que se convierta este tiempo en profesor de cátedra sin nada de seguimiento y control al trabajo personal del estudiante, que es quizás más importante para el desarrollo educativo. Por esta razón, se debe exigir a los estudiantes la planificación y organización de las 400 horas que como mínimo debe realizar por fuera del establecimiento, como sujetos activos en el desarrollo de su proceso formativo, en concordancia con el punto 3.2 de esta directiva”. 

Al revisar el numeral 5 de la directiva que se ataca, por presuntamente desconocer el artículo 18 citado, no encuentra el Tribunal que así haya ocurrido en la medida que se mantienen los mismos 4 ciclos educativos, su duración mínima de 40 semanas y 800 horas ANUALES de trabajo, dejando en cada institución la distribución de la intensidad horaria semanal y diaria.

Si bien para las modalidades semipresencial o a distancia que deben tener al menos la mitad de horas con la presencia del estudiante, se haya precisado que las 10 horas semanales que les corresponde en cada una de las 40 semanas, deben distribuirse mínimo en 2 días cada semana, ello en manera alguna afecta la intensidad y extensión en la duración de CLEI y tampoco la autonomía o la prestación del servicio y más cuando no se acreditó que el PEI de las instituciones que prestan el servicio no tengan prevista la prestación del servicio en tal forma y en todo caso responde a la atribución que tiene la Secretaria de organizar la prestación del servicio dentro de las previsiones de tiempo (duración y extensión) que señaló el Decreto 3011.

La directiva para que la intensidad horaria semanal se distribuya en por lo menos 2 días a la semana, responden al objetivo de  organizar el servicio y mejorar la calidad en la educación para adultos, en la medida que la intensidad horaria en los CLEI para la educación básica de adultos en el modo semipresencial, permite que el estudiante obtenga un desarrollo educativo de calidad pues las horas presenciales del estudiante se realizan indistintamente de los días a la semana que deban asistir y cuando se logra un acompañamiento real del profesor con un seguimiento al trabajo personal y las actividades que realiza por fuera de la Institución Educativa.

Además, exigir a una persona adulta que durante un solo día permanezca 10 horas para recibir asesorías y desarrollar los trabajos grupales, tutorías, módulos y la ejecución de prácticas, es a todas luces anti académico y contraproducente con su proceso de aprendizaje, por eso la medida busca garantizar un trato digno y unas condiciones favorables en lo físico e intelectual de la persona que se encuentra en proceso de formación, de ahí que no acoge la Sala que ello vulnere sus derechos y fomente la deserción escolar, pues si el estudiante no se somete a agotadoras y rígidas jornadas académicas, logra el conocimiento de calidad, contrario sensu si se le somete a excesivas jornadas presenciales, por eso no se acoge el cargo formulado.

4.4.2.3. En lo que tiene que ver con la vulneración de los artículos 23 y 24 del Decreto 3011 de 1997 que están referidos a la educación media académica para adultos, son del siguiente tenor:

“Artículo 23. La educación media académica se ofrecerá en dos (2) ciclos lectivos especiales integrados, a las personas que hayan obtenido el certificado de estudios del bachillerato básico de que trata el artículo 22 del presente decreto o a las personas de dieciocho (18) años o más que acrediten haber culminado el noveno grado de la educación básica. El ciclo lectivo especial integrado de la educación media académica corresponde a un grado de la educación media formal regular y tendrá una duración mínima de veintidós (22) semanas lectivas. La semana lectiva tendrá una duración promedio de veinte (20) horas efectivas de trabajo académico.

Artículo 24. La educación media académica de adultos podrá ofrecerse de maneara presencial, semipresencial o abierta y a distancia. Cuando se adopte la modalidad semipresencial se debe garantizar una presencialidad no inferior al cincuenta por ciento (50%) de las horas de trabajo académico, según lo dispuesto en el artículo 23 de este decreto y el desarrollo de prácticas, asesorías, tutorías, trabajos grupales y elaboración de módulos y guías. Las instituciones educativas que ofrezcan este servicio, podrán programar las actividades pedagógicas con la intensidad horaria semanal y diaria que determine el correspondiente plan de estudios, en jornada diurna, nocturna, sabatina o dominical”. (Subrayas son del Tribunal)
En la formación media académica para adultos, se debe desarrollar sólo un grado de la educación formal regular por ciclo, con una duración mínima de 22 semanas lectivas, cada una con un promedio de 20 horas efectivas de trabajo académico, lo que representa un promedio total de 440 horas por ciclo y en la modalidad semipresencial o a distancia, se reducen mínimo a la mitad, es decir 220 horas de trabajo académico a razón de 10 horas por cada una de las 22 semanas.

El numeral 6 de la Directiva 01 de 2014 señaló en relación con la educación media:

“6. La administración de este tiempo es más crítico en la educación media, si se tiene en cuenta que, en concordancia  con el Decreto 3011, Arts. 23 y 24, el tiempo total se reduce a 440 horas en cada grado o CLEI, de las cuales el 50% son de responsabilidad del estudiante por fuera del establecimiento educativo. Así que, a partir del año 2014 inclusive, la jornada escolar para cada CLEI de educación media se anualiza y es responsabilidad de las instituciones educativas que ofrezcan este servicio administrar los tiempos para dar cumplimiento a 240 horas efectivas mínimas de tutorías, distribuidas en 40 semanas para cada ciclo. Así mismo, planificar y organizar con los estudiantes las otras 240 horas que como mínimo debe realizar por fuera del establecimiento, como sujetos activos en el desarrollo de su proceso formativo, en concordancia con el punto 3.2 de esta Directiva”. (Subrayas son del texto)  

En la anterior disposición de la directiva atacada,  no se han cambiado las condiciones que los artículos 23 y 24 citados señalaron para la prestación del servicio educativo para adultos en la educación media, pues señaló que el tiempo total se redujo a no menos de 440 horas en cada grado o CLEI cuando se adopta la modalidad presencial, es decir, está acorde con el Decreto 3011 de 1997.

Cuando se trata de la modalidad semipresencial o a distancia,  mínimo la mitad de ellas (220 horas) son de responsabilidad del estudiante por fuera del establecimiento y las otras 220 horas como mínimo,  son presenciales (10 horas en cada una de las 22 semanas) para trabajo académico en el desarrollo de prácticas, asesorías, tutorías, trabajos grupales y elaboración de módulos y guías; aspecto que se modificó en la directiva demandada en cuanto  estableció que a partir del año 2014 la jornada escolar es de 240 horas efectivas mínimas de tutorías o presenciales, durante 40 semanas para cada ciclo, o sea, 6 horas por semana sin que ello sea contrario a la disposición invocada como vulnerada por cuanto no desconoció los mínimos en semanas y horas que se fijaron para la labor académica.

Es que la fijación de esos mínimos no implica que las Secretarías de Educación, dentro de su potestad organizacional del servicio, no puedan ampliar algunas horas en aras de mejorar la calidad del servicio ya que ello hace parte de sus atribuciones legales ya expuestas.

De otra parte, la directiva impugnada señaló que la formación para adultos en la educación media “se anualiza”  y como ya se dejara señalado, en esta fase de formación el CLEI de educación media corresponde a un grado  de la educación media formal regular; formación regular que según el artículo 86 de la Ley 115 de 1994 (reguló la flexibilidad del calendario académico) es anualizada, como se aprecia:

 “Flexibilidad del calendario académico. Los calendarios académicos tendrán la flexibilidad necesaria para adaptarse a las condiciones económicas regionales y a las tradiciones de las instituciones educativas. El calendario académico en la educación básica secundaria y media se organizará por períodos anuales de 40 semanas de duración mínima o semestrales de 20 semanas mínimo.

La educación básica (primaria y secundaria) y media comprende un mínimo de horas efectivas de clase al año, según el reglamento que expida el Ministerio de Educación Nacional”. 
 (Subrayas fuera del texto).

Así pues, lo que hizo la directiva demandada fue adecuar las regulaciones del Decreto 3011 de 1997 a lo previsto en la ley general de la educación, sin afectar los mínimos que el decreto estableció para la formación de adultos en la educación básica secundaria, este aspecto no fue analizado al desatar la medida cautelar y por eso en ese momento se señaló que resultaba contraria al decreto pero así no fue, según lo aquí analizado y más cuando la directiva se soportó en una norma de mayor jerarquía y en el conjunto de atribuciones que el legislador otorgó a las Secretarías de Educación que antes se precisaron.

Los razonamientos que anteceden son el sustento para que se nieguen las pretensiones pues no se logró desvirtuar la presunción de legalidad del acto que se impugnó, sin lugar a condenar en costas a la actora porque se trata de un proceso donde está de por medio el interés público, al tratarse del medio de control de simple nulidad de un acto de contenido general.

5. DECISIÓN.

Por lo expuesto, el Tribunal Administrativo del Huila, Sala Primera de Decisión, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: NEGAR las pretensiones. 
SEGUNDO: DECRETAR el levantamiento de la medida cautelar que se acogió en proveído de junio 5 de 2015, por lo cual la secretaría del Tribunal librará las comunicaciones que correspondan para comunicar esta decisión.

TERCERO: NO CONDENAR en costas por cuanto no proceden de acuerdo con el artículo 188 del CPACA.

CUARTO: ORDENAR que en firme esta decisión se archive el expediente, una vez se dejen las constancias correspondientes para el control.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los magistrados,

JORGE ALIRIO CORTÉS SOTO                                     RAMIRO APONTE PINO
 ENRIQUE DUSSÁN CABRERA
Con salvamento de voto
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Me he apartado de la decisión mayoritaria, porque en mi criterio la secretaría de educación del departamento del Huila con la expedición de la circular demandada violó normas superiores.

1. En efecto, la secretaría de educación del departamento, en el numeral 5 de la circular demandada al establecer que la intensidad horaria se realice “en mínimo dos (2) días” excedió lo establecido en el artículo 18 del Decreto 3011 de 1997, pues allí no se indica exigencia alguna respecto del número de días en que se debe desarrollar las actividades pedagógicas. 

2. De contera desconoció el mandato establecido en el artículo 84 de la constitución política porque esa actividad está reglamentada de manera general en el mencionado Decreto y la secretaría de educación no podía exigir requisitos adicionales o diferentes a los ya regulados. 

3. Así mismo, la circular desconoció los mandatos de los artículos 1, 2 y 67 de la constitución política en concordancia con lo establecido en el artículo 8 numeral 8
 de la ley 1437 de 2011, porque si bien al Estado le corresponde regular la educación, ello conllevaba a que antes de la expedición de la circular demandada, por contener un asunto regulatorio de la educación en el departamento del Huila, la secretaría de educación departamental previamente debía haber dado la oportunidad de recibir opiniones, sugerencias o propuestas alternativas estableciendo un plazo y no lo hizo. 

4. Por tanto, en mi criterio ha debido anularse la circular demandada o al menos la frase “en mínimo dos (2) días”, del punto 5.

Respetuosamente

ENRIQUE DUSSÁN CABRERA

Magistrado

� F. 142


� F. 143


� F. 151


� F. 276


� F. 277


� F. 228 a 231


� artículo 2 del Decreto 4827 de 2010 modificó el artículo 86 referido, sin cambiar la duración anual y el mínimo de 40 semanas de los ciclos educativos preescolar, básica (primaria y secundaria) y media.  


� Artículo 8°. Deber de información al público. Las autoridades deberán mantener a disposición de toda persona información completa y actualizada, en el sitio de atención y en la página electrónica, y suministrarla a través de los medios impresos y electrónicos de que disponga, y por medio telefónico o por correo, sobre los siguientes aspectos:


…


8. Los proyectos específicos de regulación y la información en que se fundamenten, con el objeto de recibir opiniones, sugerencias o propuestas alternativas. Para el efecto, deberán señalar el plazo dentro del cual se podrán presentar observaciones, de las cuales se dejará registro público. En todo caso la autoridad adoptará autónomamente la decisión que a su juicio sirva mejor el interés general. 8. Los proyectos específicos de regulación y la información en que se fundamenten, con el objeto de recibir opiniones, sugerencias o propuestas alternativas. Para el efecto, deberán señalar el plazo dentro del cual se podrán presentar observaciones, de las cuales se dejará registro público. En todo caso la autoridad adoptará autónomamente la decisión que a su juicio sirva mejor el interés general.





